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CARTA DE PECEA 17 DE JUNIO DE 1988 DIRIGIDA AL SECRETARIO GENERAL POR 
HA REPRESBSTANTE PERMANENTE DE SUDAFRICA ANTE LAS NACIONES UNIDAS 

Una vez más el Consejo de Seguridad ha considerado una cuestión que no tiene 
relación alguna con la Carta de la Organieación. El caso de los seis asesinos 
del Sr. Suowayo Jacob Dlamioi, ya condenados, y la manera ejemplar en que los 
tribunales sudafricanos han manejado el caso hasta el día de hoy, no tienen 
relación alguna con el mantenimiento de la paa y la seguridad internacionales, 
que sigue siendo el principal objetivo de las Naciones Unidas. 

Este es un capítulo más de la constante venganza de la Organiaación contra 
Sudáfrica. El Consejo de Seguridad se jsacredita al hacerse partícipe de 
una acción inconstitucional como la aprobación de la resolución 615 (1988). 
El Gobierno da SudéErica se opone enérgicamente a las Últimas deliberaciones del 
Consejo de Seguridad que, como señalé el 16 de marzo de 1988 (W19632) constituye 
una abierta interferencia en los asuntos internos de Sudáfrica. 

Para que quede constancia, deseo reiterar que el Tribunal Supremo juzgó e 
105 seis apelantes durante 1985 y emitió su fallo el 13 de diciembre de 1985, 
fallo en ell que los declaraba culpables de haber cometido asesinato sin 
circunstancias atenuantes. Sin embargo, les permitió que apelarea. La Sala 
de Apelaciones del Tribunal Supremo de Sudáfrica rechazó la apelación el 1' de 
diciembre de 1987. Tambiirn se rechazó la solicitud de clemencia presentada 
posteriormente al Presidente de la República. A continuación se aceptó también 
que presentaran una solicitud de suspensión de la ejecución, mientras el Tribunal 
Supremo daba respuesta a la solicitud de reapertura del juicio. El 13 de junio 
de 1988, el Juez Ruman concluyó, después de considerar el caso detenidamente, que 
la solicitud de reapertura del juicio era inaceptable. Aunque el Tribunal no 
eotaba dispuesto a permitir otra apelación por considerar muy improbable que otro 
tribunal llegara a una conclusión distinta, se concedió otra suspensión de la 
ejecución para que 105 seis apelantes pudieran solicitar al Presidente del Tribunnl 
Supremo autorización para apelar contra el fallo del Tribunal sobre este caso y 
presentar una peticion al Presidente de la Republica de conformidad con lo 
estipulado en Za Sección 327 del Código Penal. Los apelantes tienen plazo hasta 
el 19 de julio de 1988 para presentar sus apelaciones. El Juez señaló que esLabti 
dispuesto a cousiderar la posibilidad de otorgar otra prórroga, en caso de que 10s 
apelantes necesitaran disponer de más tiempo para presentar sus peticiones. 
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Por el contrario de lo que se afirma an la resoluci&n 615 (1988) del Consejo 
de Seguridad. segb la cual los apelaste8 so fueron sometidos a un “juicio justo”, 
la breve tese% do esto caso descrita 00 loa p&cafOS anteriores deba dejar bien en 

claro que los seis apsTautes han podido recurrir a todas las instancias previstas 
en el régimen penal de Sudíifrica, 
proceso jurídico. 

En este caso se ha aplicado plmameate el 
Un poder judicial indepeBdieBte y respetado lo ba considerado 

y sigue considerándolo coa gran ateBCióB- 

En vista de lo indicado. es lsmsntsble que el Consejo de Seguridad, en 
contravención de lo dispuesto en la Carta de las Baciones Unidas, baya optado 
por expresar su posición COP respecto a este caso mediante la adopci6a de la 
resolución 615 (1988). 

Le agradecer8 que tenga a bien hacer distribuir la presente carta come 
documento del Consejo de Seguridad. 

(m) A. L. MANLEY 
Embajador 


